Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias) 


La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a los representantes de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias, quienes habían solicitado una entrevista para dar su opinión 
respecto al proyecto de ley vinculado al Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social. 


SEÑOR PASTORINO.- En primer lugar, agradecemos a la Comisión por habernos recibido en la tarde 
de hoy. Por otro lado, quiero aclarar que soy el Presidente de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias en representación del Poder Ejecutivo. Como institución hemos solicitado esta entrevista 
porque entendemos que algunos aspectos de este proyecto de ley de alguna forma coliden y generan 
cierta incongruencia en relación al colectivo bancario. 


Como todos saben, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias está en una situación 
muy delicada desde el punto de vista financiero, aunque en estos últimos veinte años ha hecho 
distintas propuestas para mejorar. La última propuesta institucional que realizó el Consejo Honorario, 
fue elevada al Poder Ejecutivo en diciembre de 2001 y como los señores Senadores deben saber, en 
este período se han generado ámbitos políticos para considerar el tema en los que todavía nuestra 
Caja no ha intervenido. En estos ámbitos han participado el Poder Ejecutivo, la Asociación de Bancos 
Privados del Uruguay y la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay. Nosotros simplemente nos 
hemos remitido a proporcionar toda la información necesaria para el trabajo de esta Comisión. 


En cuanto a esta iniciativa, creemos que se genera una incongruencia en la medida en que el 
colectivo de pasivos de nuestra Caja ya desde el 2004 hace sus aportes a la seguridad social por 
medio de un tributo. Cabe destacar que este aporte equivale a aproximadamente el 10% de su 
presupuesto. Cuando se aprobó la reforma tributaria, obviamente nuestra institución no solicitó ser 
escuchada porque entendió que se trataba de un impuesto que estaba destinado al gasto público y que 
se vertía a Rentas Generales. Además, entendimos que no era pertinente nuestra participación porque 
como el resto de los ciudadanos, los bancarios también debíamos aportar. Sin embargo, en este caso 
queremos destacar que teniendo en cuenta la situación financiera por la que atraviesa nuestra Caja y 
no teniendo a la vista una propuesta concreta para salir adelante, no entendemos por qué se pretende 
que este colectivo haga un aporte para resolver los problemas financieros tan graves que tiene el 
Banco de Previsión Social. 


Esto es cuanto queríamos dejar planteado y luego de dar nuestra visión sobre este proyecto 
de ley, desearía ceder el uso de la palabra a los consejeros que representan a las instituciones 
privadas, a las oficiales, a los miembros activos y a los jubilados. 


SEÑOR MORATORIO.- Como señalaba el señor Presidente de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias, correspondería una primera aclaración. Como Consejo Honorario no venimos a 
presentar ningún cuestionamiento a la existencia de gravámenes sobre las pasividades. 


Ya hemos planteado -y ello ha sido consagrado para el propio instituto de seguridad social de 
los bancarios desde el año 2004- la posibilidad de que las pasividades estén gravadas. De hecho, así 
lo están con destino a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias y, por tanto, esta no es una 
cuestión con la cual nos sintamos afectados. 


Lo que nos preocupa en forma muy especial es el hecho de que en la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones Bancarias tenemos una situación financiera difícil, ya que está al borde de la cesación de 
pagos. Al respecto, debo expresar que esta Caja tiene recursos que apenas le permiten llegar hasta fin 
de año cumpliendo con el pago puntual de todas las prestaciones, aunque no podrá abarcar más allá 
de eso. Además, en el marco de esa situación y sin haberse vislumbrado ningún tipo de solución a este 
problema, nos encontramos con un proyecto de ley por el cual se plantea una asistencia a la seguridad 
social, de la que los pasivos bancarios también se tienen que hacer cargo, al igual que todos los 
demás. Sin embargo, en ese marco no existe una solución para el problema de la propia existencia de 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, ni la posibilidad de que, tanto sus jubilados como sus 
pensionistas puedan seguir cobrando en el futuro. 


Este es el centro de nuestra preocupación y no lo es el destino de nuestro aporte. En 
realidad, si viniéramos a reclamar que el destino del aporte de los propios jubilados bancarios tuviera 
como receptor final la propia Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, solamente estaríamos 
prolongando su agonía unos meses más, porque el producto de la recaudación de este impuesto, en lo 
que hace a la aportación que efectuarían los jubilados y pensionistas bancarios, no permitiría por sí 
solo resolver esta situación. Entonces, nos parece de extrema importancia alertar sobre este problema, 
porque no nos olvidemos que los jubilados y pensionistas bancarios hacen una aportación a la 
seguridad social, y aquí se generaría otra aportación con el mismo destino. Por tanto, lo sustantivo de 
este tema, mucho más que cualquier enmienda parcial sobre este tributo, es tratar de atender la propia 
situación de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. 


Como colectivo y como representantes de los trabajadores, venimos insistiendo desde hace 
más de diez años sobre la necesidad de encontrar una solución a este problema. Hasta ahora diría que 
no hemos encontrado las soluciones adecuadas a este asunto, y seguramente no hemos logrado 
sensibilizar sobre esta situación a los demás actores en la medida de lo que sería pertinente. 


Este es un tema de extrema importancia y decimos que estamos a aproximadamente siete u 
ocho meses de la cesación de pagos. Como representantes de los trabajadores no estamos dispuestos 
a asumir la responsabilidad de la falta de condiciones para poder seguir pagando y, por tanto, estamos 
considerando que en los próximos días -seguramente en el próximo mes:, frente a la imposibilidad de 
lograr soluciones en tiempo y forma a este problema, nos retiraremos de la Dirección de la Caja y 
dejaremos que el Gobierno decida qué es lo que hará con ella, porque en las condiciones actuales no 
es posible asumir la responsabilidad de comunicar a los jubilados y pensionistas la imposibilidad de 
seguir pagando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión comprende las urgencias de la Caja Bancaria en los aspectos 
financieros, pero en este momento estamos abocados al Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social 
en una tarea a contrarreloj. Por lo tanto, les pediría concentrarse en el tema que nos convoca en el día 
de hoy. 


SEÑOR GENTA.- Soy Consejero representante de las instituciones bancarias privadas. 


Brevemente, quiero recordar que en el 2001, cuando la Caja Bancaria presentó el proyecto, 
solicitó que, dadas las dificultades que atravesaba, se estudiara la posibilidad de que el producido del 
Impuesto a las Retribuciones Personales extraído del colectivo bancario fuera volcado a la Caja 
Bancaria. 


Asimismo, deseo recordar que cuando los bancos privados presentaron el último proyecto de 
modificación de la Ley Orgánica, también se pidió que se estudiara la posibilidad de que el entonces 
vigente IRPF fuera destinado a solucionar parcialmente los problemas de la Caja Bancaria. Aclaro que 
esta propuesta fue decidida por unanimidad de los integrantes del Consejo. A pesar de que este 
proyecto de los bancos privados no estuvo a consideración de la Caja Bancaria ni del Poder Ejecutivo, 
pensamos que es un tema que debe analizarse cuidadosamente, ya que es de plena justicia y lógica 
en un momento tan complejo como el que vive hoy nuestra institución. 


Simplemente quería recordar estos dos casos, uno de ellos prácticamente histórico, que es el 
que corresponde al proyecto presentado por la Caja Bancaria en el 2001. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Ustedes saben cuál es el proyecto que tenemos a consideración y, por lo menos 
en términos generales, todo el camino que hemos recorrido, por lo menos desde marzo de este año, 
cuando fue declarada la primera inconstitucionalidad. Pero como integrante de la bancada de Gobierno 
también quiero decirles que el tema de la Caja Bancaria nos preocupa mucho y ha sido -y será- 
analizado con la intención de encontrar una solución conveniente, tanto para los pasivos como para el 
Erario. Sin embargo, esto no es fácil y, en ese sentido, les pido a ustedes -que ya han presentado 
algunos proyectos y están especialmente atentos a esta problemática- que no dejen de seguir 
aportando ideas, ya que en determinado momento podrán ser tenidas en cuenta. Es más, esperamos 
que eso suceda bastante antes de que venza el plazo que ustedes mencionan, cuando los ahorros de 
la Caja Bancaria se acabarían. 


De lo señalado por el señor Genta en cuanto al destino de esta iniciativa en oportunidad de 
aprobarse el IRPF, surge que no se ha realizado ninguna observación sobre el gravamen a las 
jubilaciones, ni por parte de la Caja Bancaria ni de sus beneficiarios. Digo esto más allá del mérito y de 
la oportunidad de la propuesta, además de las diferencias conceptuales que pueda haber. 


Aparentemente, esa ha sido una doctrina aceptada desde el año 1991. Entonces, en 
momentos en que se produce de alguna manera la separación de las aguas, es importante que se nos 
brinde la confirmación por parte de una gremial de tanto prestigio como lo es la bancaria. 


En ese sentido, quisiera saber si lo que percibí de vuestra intervención efectivamente se 
identifica con lo que ha sido la doctrina de la Caja Bancaria durante estos años. 


SEÑOR PASTORINO.- Antes de brindar una respuesta, queremos agradecer una vez más el haber 
sido recibidos por esta Comisión y reiterar que si bien entendemos lo que ha expresado el señor 
Senador Baráibar, nosotros hemos sido muy claros: el destino que establece el artículo 14 de este 
Impuesto genera una incongruencia en el colectivo bancario. Esto es así, además, en momentos en 
que no están a la vista las soluciones para la Caja Bancaria. Creemos que esta debe ser alrededor de 
la gestión número 500 que hemos realizado en los últimos ocho o diez años con relación a este 
problema. Por lo tanto, queremos reiterar que nosotros seguiremos asumiendo toda nuestra 
responsabilidad, pero la solución no está en nuestras manos y ya hicimos lo que se podía hacer por la 
vía administrativa. 


SEÑOR HEBER.- Creo que en la tarde de hoy ha quedado muy clara la situación crítica que atraviesa 
la Caja Bancaria, a tal punto que se realizaron anuncios en el sentido de que si no se toman medidas 
claras para su supervivencia, la Dirección no continuaría ejerciendo. En ese sentido, queremos 
realizarles algunas consultas. 


Según la información brindada por el Poder Ejecutivo, a través de este proyecto de ley se 
gravaría a 6.800 personas. A grandes rasgos, ¿este es el universo que ustedes han calculado? Por 
otra parte, si el Poder Ejecutivo accediera a que los aportes de estas 6.800 personas fueran a la Caja 
Bancaria -como un aporte para su supervivencia- en vez de a Rentas Generales, ¿esa recaudación 
sería suficiente para solucionar el problema? Quisiera conocer la opinión de los representantes de la 
Caja a este respecto para poder realizar las propuestas que sean del caso. Pienso que quizás sería 
bueno atacar el tema, ahora que existen recursos que a nuestro juicio no son tan necesarios para 
Rentas Generales pero sí para la Caja Bancaria. En ese sentido, me gustaría que se me informara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la palabra a nuestros invitados, quiero complementar 
la pregunta realizada por el señor Senador. 


En la información enviada por el Poder Ejecutivo, se dice que serían 6.800 los pasivos que 
estarían pagando este Impuesto. Según entendí -aclaro que no estoy seguro-, este aporte se haría por 
las jubilaciones o pensiones de la propia Caja. Por lo tanto, nos gustaría saber cuántos jubilados o 
pensionistas de la Caja reciben una jubilación u otro haber jubilatorio del Banco de Previsión Social o 
de la Caja Profesional, porque puede suceder -sobre todo en el caso de las pensiones- que no se 
encuentren dentro de los 6.800 que menciona el informe, pero que luego figure su recaudación debido 
al multiingreso. 


Como no les habíamos pedido esta información para la entrevista, si no la tienen, no hay 
problema; no podemos pedirles datos que no les habíamos requerido anteriormente. 


SEÑOR WEARE.- Hay dos cuestiones implícitas en ambas preguntas. Nosotros hemos elaborado, 
arbitrariamente, un comparativo entre el proyecto de ley que refiere al Impuesto a la Asistencia a la 
Seguridad Social y el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Es así que podemos apreciar que 
más del 96% de los pasivos bancarios van a pagar menos impuestos con esta propuesta que con la 
anterior, y alrededor del 30% de los pasivos no va a tributar. 


En lo que tiene que ver con los términos de la recaudación... 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuánto es el total de pasivos? 


SEÑOR WEARE.- Son 16.936, a abril de 2008. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, 11.500 tributarían. 


SEÑOR WEARE.- Respecto a los términos de la recaudación, estimamos que estaría en el entorno de 
los US$ 19:000.000 o US$ 20:000.000; son alrededor de $ 38:000.000 mensuales. En todo caso, el 
Gerente me puede corregir si tiene algunas diferencias. 


La pregunta que hacía el señor Senador creo que está en relación con el déficit. Al respecto, 
puedo informar que el año pasado la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias cerró con un déficit 
de US$ 48:500.000, o sea, hubo que retirar reservas para cubrir esa cifra; inclusive, para este año está 
previsto un déficit en el entorno de los US$ 60:000.000 o US$ 65:000.000. Por eso señalábamos 
anteriormente que los US$ 67:000.000 de reservas financieras que hoy tiene la Caja -de las cuales 
US$ 7:000.000 no están disponibles en el corto plazo- plantean una situación de emergencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradeceríamos a nuestros visitantes si nos pueden dejar estos datos para 
que Secretaría pueda sacarles una copia. 


La Comisión agradece la presencia a la delegación de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias) 


(Entran a Sala los representantes de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas) 


La Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el agrado de recibir a los 
representantes de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas, que solicitaron audiencia para 
expresar su opinión sobre el Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social. La entrevista fue concedida 
para la tarde de hoy en función de la premura con que el proyecto de ley fue aprobado en la Comisión 
y teniendo en cuenta que el tema se trataría mañana en el Plenario. 


SEÑOR MORALES.- He venido como Secretario General de la Coordinadora de Jubilados y 
Pensionistas y también integran la delegación el compañero Mario Trápani, Secretario de 
Organización, y el compañero Alfredo Ibarra, Secretario de Finanzas. 


Como es sabido, nosotros nos opusimos al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas por 
considerarlo totalmente inconstitucional, violatorio del artículo 67 de la Constitución y de las normas de 
relacionamiento en la sociedad. No entendemos cómo a alguien se le puede ocurrir seguir gravando 
con impuestos a mujeres y hombres que dieron los mejores años de su vida al país a través del 
trabajo, que pagaron impuestos durante toda la vida y que enriquecieron al país, a muchos de los que 
nos gobernaron y a algunos de los que hoy nos gobiernan. Mientras tanto, hay sectores de la sociedad 
que no ponen un solo vintén para el desarrollo. Observemos las zonas francas, por ejemplo; allí están 
instalados grandes consorcios nacionales e internaciones y eso es tierra de nadie. Puede pasar 
cualquier cosa, hasta haber lavado de dinero, porque el Estado no regula absolutamente nada. Basta 
citar un caso emblemático, el de la empresa Botnia, que llegó al país sin un solo vintén en sus bolsillos, 
pidió un préstamo al Banco Mundial y nuestros gobernantes fueron tan generosos que no solamente le 
abrieron las puertas, sino que también hicieron que le saliéramos de garantía, con el territorio 
uruguayo, todos los que estamos adentro. Sin embargo, se quiere imponer, a través de leyes de rango 
inconstitucional, que los jubilados y los pensionistas aporten, en este caso, para la asistencia a la 
seguridad social. 


(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Senador Abreu) 


Se han dicho muchas cosas de nuestra organización. Se nos ha estigmatizado expresando, 
por ejemplo, que apoyamos a los militares violadores de los derechos humanos porque ellos, igual que 
nosotros, recurrieron contra el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Estamos seguros de que 


no está mal que los militares hayan recurrido; lo que está mal es que militares violadores de los 
derechos humanos cobren jubilaciones y pensiones. Si se los quisiera castigar -porque parece que se 
utilizó la Constitución para castigarlos y así se les impuso el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas- pensamos que son otras las vías de castigo como, por ejemplo, el encierro por haber violado 
los derechos humanos, pero no mediante la aplicación de un impuesto. Nosotros no tenemos nada que 
ver con los militares. Recurrimos porque entendimos que era inconstitucional, y ellos hicieron lo mismo. 


Se nos acusa de proteger a los ex Presidentes de la República. Al respecto, queremos decir 
que desgraciadamente en este país el Gobierno no ha tenido coraje para gravar la riqueza. Como la 
canasta básica familiar está situada en los $ 35.000, hemos propuesto al Gobierno -y ahora a la 
Comisión- que quien cobre por encima de esa cifra pague un impuesto a la riqueza. Creemos que eso 
es posible, pero no en lo que tiene que ver con las jubilaciones y las pensiones. ¿Por qué? Por lo dicho 
anteriormente y porque hoy hay un Ministro que estima que hay que pagar por encima de los $ 14.200, 
pero mañana pueden cambiar el Ministro y el Gobierno y quizás se diga que el anterior estaba 
equivocado y que se deberá pagar a partir de los $ 2.000 o de los $ 3.000. Nosotros seríamos 
cómplices de esa situación si nos calláramos la boca y no protestáramos hoy contra este impuesto que 
consideramos totalmente injusto. 


Hay otra vía para la asistencia a la seguridad social: los US$ 4.000:000.000 en 
poder de los bancos nacionales y transnacionales que regentean las AFAP. Si se derogara la ley de las 
AFAP y se enviaran esos US$ 4.000:000.000 a las arcas del Banco de Previsión Social, se podría 
disponer, por un buen rato, de una asistencia genuina a la seguridad social. Además de las zonas 
francas, de la banca y de las empresas transnacionales, hay empresas nacionales que tampoco pagan 
un vintén porque han sido exoneradas de la asistencia a la seguridad social. 


Nos preguntamos por qué existe este ensañamiento con las jubilaciones y las pensiones. ¿Por 
qué tienen que ser los viejos trabajadores de este país quienes paguen impuestos? Eso es lo que nos 
preguntamos. Parece que hubiera una especie de resquemor y de odio contra los viejos trabajadores. 
¿No creen los señores Senadores que ya hemos aportado durante toda nuestra vida? ¿Hasta cuándo 
nos quieren seguir exprimiendo? ¿Hasta el último día de nuestra vida? 


Rechazamos categóricamente este impuesto por considerarlo inconstitucional e indecente. 
Sabemos que la posición del Gobierno tiene el respaldo de reconocidos juristas que afirman lo 
contrario a lo que sostenemos. Sin embargo, nosotros tenemos el asesoramiento legal de juristas tan 
valiosos como los del Gobierno, que nos dan la razón. No queremos entrar en una discusión de ese 
tipo, sino hacer que el Gobierno y los señores Legisladores entiendan que no está bien que a los viejos 
trabajadores de este país -en el que, insisto, la canasta básica familiar está situada en los $ 35.000- se 
nos haga pagar a partir de los $ 14.200, en este caso por un impuesto con nuevo nombre, que no es 
más que el mismo perro con distinto collar. Esto no lo decimos nosotros, sino que lo expresó el propio 
Ministro de Economía y Finanzas hace trece años atrás. En el Diario de Sesiones del 20 y 21 de abril 
de 1995, señalaba: “En particular, nuestra propuesta supone un incremento del impuesto recién a partir 
de los quince Salarios Mínimos Nacionales, tanto en el caso de los activos como en el de los pasivos”. 
¿Cómo en una cuestión que desde el punto de vista técnico también es de principios, puede cambiar 
tanto un economista, que decía una cosa cuando estaba en la oposición y que hoy, cuando es Ministro 
de Gobierno, dice otra. 


Hablaba de Salarios Mínimos Nacionales y ahora de Bases de Prestaciones y 
Contribuciones, que son menores a los Salarios Mínimos. Inclusive, las rebaja a la mitad: antes eran 
quince Salarios Mínimos Nacionales y hoy se trata de ocho Bases de Prestaciones y Contribuciones. 
No queremos faltarle el respeto al señor Ministro, pero creemos que él mismo se lo falta: ayer dijo una 
cosa y hoy señala otra. Eso nos suena a doble discurso: cuando estamos en la oposición tenemos una 
consideración y, cuando estamos en el Gobierno, otra. 


Recordamos a la Comisión que Uruguay es firmante del Convenio N* 128 de la OIT, que 
establece que las jubilaciones y las pensiones no son pasibles de la aplicación de ningún impuesto. Por 
lo tanto, le pedimos al Gobierno y al partido de Gobierno que respeten los acuerdos que se firmaron y, 
de lo contrario, que los denuncien. No se puede tener un convenio firmado que establece una cosa y, 
en la práctica, hacer totalmente lo contrario. 


Cuando nosotros recurrimos el IRPF, no lo hicimos por una cuestión económica, sino porque 
mediante su aplicación se estaba violando groseramente la Constitución. Nosotros sufrimos en carne 


propia -porque en esa experiencia perdimos familiares, amigos y compañeros, y porque muchos lo 
pagamos con creces- el hecho de que cayera la Constitución en nuestro país, y por eso es que salimos 
a defenderla. Escuchamos un encendido discurso en el sentido de que el 90% queda afuera y no va a 
pagar, pero para nosotros no se trata de cuántos pagan ni de cuántos dejan de hacerlo, pues 
pensamos que las jubilaciones y pensiones no deben ser gravadas por ningún impuesto. El Gobierno 
tiene los votos necesarios y el Impuesto quizás se apruebe, pero nosotros queremos recordar, con toda 
humildad, que los jubilados que lleguemos con vida al 2009 vamos a votar y vamos a tener muy fresco 
en nuestra memoria -como lo tuvimos siempre- lo que ha pasado en el período anterior de Gobierno. 


SEÑOR IBARRA.- Antes que nada, les agradecemos por recibirnos en la tarde de hoy. El compañero 
Morales dio una explicación general, pero nosotros queremos decir lo siguiente. Pertenecemos al BPS 
y vimos que hace tres o cuatro años se aprobó una ley para favorecer a los empresarios que se 
quedaron con dinero de los trabajadores. Se les tipificó un delito de apropiación indebida y se los 
perdonó. Ahora, para financiar un poquito mejor la seguridad social en el BPS, sugeriríamos que se 
levante en forma temporaria el secreto tributario, a fin de que se pueda saber quiénes deben al 
Organismo y quiénes no pagan. Tengo en mi poder el nombre de algunas empresas que se fundieron y 
que no pagaron. Se supo cuánto deben al BPS y a algún otro organismo del Estado recién cuando 
fueron liquidadas. Hace muchos años, en el caso del Jockey Club -en ese momento el compañero 
Colotuzzo integraba el Directorio del BPS- el Director Risso, del Partido Nacional dijo: “Ayer se 
remataron todos los muebles del Jockey Club y no fuimos capaces de ir a buscar ni una silla.” Otro 
caso es el de Empleados Civiles de la Nación, que tiene un edificio de seis pisos en Mercedes casi 
Cuareim y un sanatorio con cuarenta y nueve camas en Maldonado y Boulevard Artigas, donde hoy 
hay intrusos. El BPS puede quedarse con esos predios y hacer algo, pero se actúa al revés. 


Hace pocos días hablábamos con madres de hijos vinculados con la pasta base que están 
buscando ayuda y, precisamente, a través del Portal Amarillo se les dio cuarenta y nueve viviendas del 
Banco de Previsión Social. Son viviendas de jubilados que se las dieron a ellos. Siempre somos 
nosotros, los jubilados, quienes pagamos. 


También quiero mencionar que hace años aportamos para la vivienda; sin embargo, hace 
alrededor de cuatro años que no se construye nada. Pagamos para la cuota mutual de la salud, pero 
aquí se da una paradoja porque quien gana $ 4.500, por ejemplo, tiene la obligación de pagarse su 
mutualista y pagar a otros, pero él no tiene acceso a la cuota mutual; si quiere tener asistencia médica, 
tiene que pagar por fuera o ir a un hospital. 


Con esta suma de $ 14.200 que se toma, vemos que quienes ganemos $ 16.000, $ 17.000 o 
$ 18.000 vamos a financiar a quienes reciben jubilaciones de $ 40.000 y $ 50.000 de Cajas que están 
desfinanciadas, aunque no sabemos las causas. Tal vez los bancarios -que estuvieron antes- habrán 
explicado algo de lo que sucede con la Caja Bancaria y qué es lo que ellos desean. 


En general, pedimos que pague quien tiene dinero. A su vez, está el secreto bancario, por el 
cual no se sabe quién tiene plata en los Bancos. Eso no se toca, simplemente se puede acceder al 
interés y nada más. Habría muchas cosas para hablar. 


También habría que eliminar las AFAP, donde hay cerca de US$ 4.000:000.000, y ver qué 
podemos hacer, aunque algunos dicen que no se puede. Hace tres años, cuando asumió el actual 
Presidente del Banco de Previsión Social, dijo que iba a derogar las AFAP y a crear un impuesto a los 
colegios privados. Sin embargo, hasta ahora no se hizo nada, se está hablando al revés y lamentamos 
que mucha gente que estaba bien inspirada, ahora esté actuando mal. Se está pegando en la 
herradura y no en el clavo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MORALES.- Para terminar, quisiera que hablara el ex señor Senador Astori, hoy Ministro de 
Economía y Finanzas, porque creo que reafirmaría lo que nosotros decimos. 


En la sesión del 20 y 21 de abril de 1995 el entonces señor Senador Astori decía lo siguiente: 
“Por estas razones, señor Presidente, no vamos a votar en general este proyecto de ley, sin perjuicio 
de que acompañaremos varias de sus medidas específicas, algo así como el 40% en términos de 
artículos. Quiero aclarar que nos gustaría proponer algunas modificaciones, como, por ejemplo, a las 


franjas que se han tomado en cuenta para el Impuesto a las Retribuciones Personales, tanto de activos 
como de pasivos -que por lo dicho anteriormente, nos parecen muy injustas- dando una señal de que el 
país, más temprano que tarde, debe tener un impuesto a la renta de las personas físicas, para terminar 
de una vez por todas de ser el curioso caso de un país que sólo cobra impuestos a la renta a sus 
asalariados y a sus pasivos, mientras no se le ocurre cobrárselo a los demás. 


Quisiera que el Uruguay dejara de integrar esa categoría, en la que no sé si habrá otros 
países en el mundo; en realidad no sé si existen otros países que cobran impuestos a la renta a 
quienes viven de un salario o de una pasividad. Por ello es que también quisiéramos que el Uruguay 
apelara a obtener recursos fiscales de las importaciones de bienes de consumo, tanto de fuera de la 
región como renegociando los aranceles de dichas importaciones, aprovechando la experiencia 
iniciada por Brasil en el seno del MERCOSUR. Si el país norteño lo está haciendo con tanta fuerza, el 
nuestro podría seguir la misma actitud, lo que constituiría un elemento de juicio adicional acerca de la 
conveniencia de incorporarnos a esa estrategia brasileña del presente.” 


Creo que estas palabras dicen más de lo que podemos afirmar nosotros. Como nada ha 
cambiado en el país y todo sigue igual, me parece que hoy las palabras del entonces señor Senador 
Astori tienen la misma vigencia que aquellos días 20 y 21 de abril de 1995, cuando las expresó en el 
seno de la sesión respectiva. 


SEÑOR BARÁIBAR.- No tengo el ánimo de generar una polémica porque, evidentemente, habría 
muchos aspectos para discutir, pero simplemente quisiera dejar una constancia. Con mucho gusto 
podemos conversar, fuera de esta Comisión y de la agenda parlamentaria, acerca de los puntos de 
vista e inquietudes de los señores representantes de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas. 


El compañero Morales plantea, con mucho énfasis, expresiones aparentemente incongruentes 
del hoy Ministro de Economía y Finanzas -en aquella época Senador- contador Danilo Astori; pero hay 
un elemento a tener en cuenta y, en ese sentido, voy a dar una pincelada general. 


En aquel momento se estaba instalando un impuesto en un sistema impositivo que no se 
modificaba; en cambio, hoy, el IRPF se establece en un sistema donde se han derogado muchos 
impuestos y donde efectivamente se eliminan o se disminuyen impuestos que generan mayores costos 
para la gente -por ejemplo, se ha disminuido el IVA- y las alícuotas son distintas a las de ese entonces. 


Simplemente, quería dejar esa constancia porque explica buena parte de las diferencias 
entre aquel planteo y el de ahora. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: no tengo ánimo de polemizar, pero las constancias llevan a otras 
constancias. 


SEÑOR BARÁIBAR.- La intención de mi planteo no era la de polemizar con el señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Sé que no es la intención del señor Senador, pero polemiza. Si bien lo que voy a 
señalar no está dirigido a nuestros invitados, ellos se llevan una impresión de todo lo que aquí se 
expresa. 


Es verdad que el IRP era un mal impuesto, horrible, penoso, pero a nuestro juicio necesario en 
un momento de crisis, aunque quizás discrepemos con quienes nos visitan. Pero hoy el país no está en 
crisis: está creciendo y no necesitamos apelar al esfuerzo a nadie. 


Es horrible pedir esfuerzos y, en lo personal, me costó mucho levantar la mano en aquel 
entonces, pero lo hice teniendo en cuenta la situación horriblemente deficitaria en la que nos 
encontrábamos. Hoy la situación es otra: se dice que el país crece y que se van a gastar US$ 
500:000.000 más en la Rendición de Cuentas. De ahí es que nosotros no entendemos -y digo esto a 
modo de constancia- el porqué de los $ 14.000. ¿Se cree que hay jubilaciones altas? Entonces, 
bajémoslas, pero no llenemos de impuestos a todos los jubilados, porque según los datos del Banco de 
Previsión Social, hay 100 jubilaciones que están por arriba de 50 Bases de Prestaciones y 
Contribuciones. 


Esta es la constancia que quería dejar. 


SEÑOR MORALES.- En primer lugar, quiero decir que acepto la invitación del señor Senador 
Baráibar; por nuestra parte, lo invitamos a nuestra casa cualquier lunes que quiera -aunque también 
puede ser cuando el señor Senador lo considere oportuno- día en que tenemos reuniones abiertas 
para los jubilados y pensionistas; allí podremos discutir, con todos ellos, las políticas tributarias del 
Gobierno. Asimismo, lo invitamos a que concurra alguna mañana para acompañarnos a escuchar los 
ayes de dolor y sufrimiento de decenas y decenas de jubilados y pensionistas que llegan diariamente 
hasta nuestra casa y nos cuentan que no pueden vivir así, que no aguantan más. Incluso, hay quienes 
no se pueden jubilar porque las normas para poder hacerlo son tan duras que castigan al trabajador, 
mientras que el patrón no sólo se ha quedado con sus aportes sino que los ha hecho figurar en negro 
durante muchos años. Es así que al patrón le dan facilidades para que aquella apropiación indebida 
por la cual debería haber ido preso, la pague en 72 meses. La gente no se puede jubilar y acude 
llorando y sufriendo. Es más, antes de venir al Palacio Legislativo, tuve que atender a una señora que 
estaba haciendo gestiones para un vecino -que no puede hacerlas por sus propios medios porque 
padece invalidez- y quería contarme las peripecias por las que pasó para hacer entrar un expediente 
por el que se solicita una jubilación o una pensión para ese hombre. Por lo tanto, con todo gusto lo 
recibiríamos una mañana y le pediríamos que nos ayudara a atender a toda esa gente. 


Ahora bien, estoy de acuerdo con lo que señala el señor Senador Heber; el propio 
Presidente del Banco de Previsión Social lo dice: nunca la Institución tuvo entradas tan cuantiosas a 
través de los pagos que tienen que hacer los trabajadores y las empresas. 


Se habla del crecimiento del Producto Bruto Interno y estamos totalmente de acuerdo en que 
el país ha crecido, pero no solo nos preguntamos por qué no se distribuyen las riquezas con más 
justicia y equidad, atendiendo las necesidades de cada sector de la sociedad, sino también cuál es la 
razón para que además se quiera aplicar un impuesto. El Gobierno no es tonto cuando lo hace, ya 
que la enorme mayoría de los jubilados y pensionistas están situados entre las franjas de $ 14.000 y $ 
25.000. Es un negocio “de la masita”; aplicar este impuesto es tremendo negocio. 


Es verdad lo que dice el señor Senador Heber en cuanto a que hay sólo alrededor 50 
pasividades que están por encima de las 50 Bases de Prestaciones y Contribuciones. 


Por todo lo que hemos expuesto, rechazamos este impuesto. 


Queremos recordar a los señores Senadores que nos solidarizamos con los Legisladores 
cuando pidieron que no se aplicara el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas a sus partidas de 
gastos de Secretaría y de prensa. Tenían razón: ese impuesto no sólo no se debería aplicar a las 
partidas de los señores Legisladores, sino a nadie. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a los representantes de la Caja de Jubilaciones 
y Pensiones de Profesionales Universitarios, a quienes les ofrece el uso de la palabra. 


SEÑOR HERBERT.- Buenas tardes. 


El tema que nos convoca a este recinto es importantísimo para la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios, de la que soy Presidente. Esta Caja, como ustedes sabrán, 
se financia con recursos directos, que aporta cada profesional de su bolsillo, e indirectos, que 
corresponderían, digamos, a lo que en otro ámbito son los aportes patronales y que en este caso son 
de los usuarios de los servicios. 


Resulta que hasta ahora se había contemplado perfectamente bien -o, por lo menos, 
razonablemente bien- lo que había sido la contribución indirecta, tanto de veterinarios como de 


agrónomos, que inicialmente era un impuesto sobre importaciones de maquinarias agrícolas y de 
semilla de papa. Esto fue modificado y se cambió por un impuesto a las enajenaciones de 
automotores, pero el hecho es que desde que se percibe el IRP se cambió todo eso por un impuesto 
del 2% de lo que recaudaba la Caja por ese concepto. Quiere decir que la Caja efectuaba la retención 
y se quedaba con ese 2%. 


Traigo a colación toda esta historia para que se tenga en cuenta que no se trata de una 
ayuda del Estado, sino que este es un recurso legítimo de la Caja, que fue sustituido varias veces. 


A cuenta de ese 2% que retenía la Caja, vino la jubilación de los magistrados y también todo 
el tema de las concesiones especiales de los afectados por la dictadura. Es decir que se amplió el 
destino de los recursos; la Caja tiene que financiar todo eso con el mismo 2% que, en principio, era 
sustitutivo de la contribución indirecta de agrónomos y veterinarios. 


No hay duda alguna -reitero- de que este es un recurso genuino de la Caja y que no se trata 
de una ayuda del Estado. Por otro lado, a cuenta de eso, el Estado fue incorporando otros pasivos que 
no habían contribuido a la Caja en su vida laboral o profesional. 


O sea que este asunto ya viene muy cargado. 


Por su parte, cuando se suprimió el IRP y se lo sustituyó por el IRPF, esto se mantuvo con 
respecto a las retenciones que se hacían al IRP y, por el Decreto N* 324/07 -que menciono en este 
documento- se reglamentó en una forma especial. 


Pues bien, el artículo 14 de este proyecto de ley dice: “El producido del Impuesto de 
Asistencia a la Seguridad Social será integramente destinado al Banco de Previsión Social”, pero con 
eso nos están quitando recursos genuinos que vienen de la época de la contribución indirecta de los 
veterinarios y agrónomos; si es así, estos no realizarían ninguna contribución indirecta. En definitiva, 
esto no se podría tocar. 


En consecuencia, queremos hacerles una propuesta en el sentido de que se mantenga lo que 
siempre fue y que en ese artículo 14 se agregue: “sin perjuicio de la compensación que se autoriza a 
efectuar a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, en aplicación del 
artículo 109 de la Ley N* 18.083”. 


Esta, exactamente, es la posición que tenía el Poder Ejecutivo hasta fines del año pasado y el 
propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sostiene que esto debe ser así. Además, esto es 
fundamental para la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, que no puede 
perder este recurso. En realidad, el sistema debería funcionar con un 50% de recursos directos y con 
otro 50% de recursos indirectos; esto sería lo ideal. Sin embargo, ya está funcionando con el 40% de 
recursos indirectos y el 60% de recursos directos. De modo que si siguen bajando los recursos 
indirectos, el sistema se tornará muy difícil, sobre todo teniendo en cuenta que el artículo 9% de la Ley 
Orgánica, en cuanto a la responsabilidad del Estado, dice: “El Estado no asume responsabilidad 
pecuniaria alguna vinculada a la subsistencia de la Caja o a la financiación de sus obligaciones, 
incluyéndose en éstas el pago de las prestaciones que deba servir, y sólo se limitará al cumplimiento 
de esta ley en lo que le sea pertinente”. 


Suponemos que esta norma tendrá un sentido bilateral, o sea, por un lado, la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios no le va a pedir nada al Poder Ejecutivo -en 
el sentido de que salve a la Caja o le conceda una refinanciación- pero por otro, pretende que no se le 
quiten sus recursos genuinos. El recurso al que nos referimos es genuino por su historia; que después 
se haya traducido en la retención de un 2% de lo que se cobraba por concepto de IRP primero y, 
posteriormente, de IRPF, se debe a razones de conveniencia del propio Poder Ejecutivo. Por eso 
planteamos que no debe perderse la línea histórica. Repito: este es un recurso genuino de la Caja y no 
lo puede perder. Viene perdiendo, pero este no lo puede perder. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ROTONDO.- Tal como acaba de expresar el Presidente de nuestro Directorio, este es un tema 
histórico, pero para no remontarnos a la historia, me voy a remitir a la última época. En el documento 
que se acaba de entregar a los señores Senadores se aborda este punto, pero lo voy a señalar porque 
lo que intentamos es que se mantenga la línea de la propia Ley N* 18.083 que, en su artículo 109, con 
relación a las afectaciones, establece: “Las afectaciones de tributos que hayan quedado sin efecto en 
virtud de las derogaciones establecidas por la presente ley serán compensadas al organismo 
beneficiario con cargo a Rentas Generales.” Quiere decir que la Ley N* 18.083 contiene una previsión 
expresa, por la que se buscó atender la situación, en este caso de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
de Profesionales Universitarios, relacionada con los recursos propios que recibía en virtud de 
determinados gravámenes porcentuales según lo establecido en el artículo 501 de la Ley  N* 16.320. 


Como dije antes, no me voy a referir a historias más antiguas, pero desde 1992 en adelante 
se recibía del IRP un 1% o un 2%, de acuerdo con el monto de ese Impuesto. Cuando advino el IRPF, 
el Poder Ejecutivo estableció las previsiones del artículo 109 que comenté antes, y por el Decreto N* 
324 de 2007 expresamente autorizó a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios a deducir del IRPF, que retiene la propia Caja como agente de retención, la referida 
compensación. 


En la medida en que, obviamente, se va a derogar para los jubilados el IRPF, que va a ser 
sustituido por el nuevo Impuesto, la Caja no va a poder actuar más como agente de retención; lo va a 
ser, seguramente, del nuevo Impuesto, en virtud del decreto y de la ley que lo autorice. El tema está 
en definir qué va a poder retener la Caja luego de que se apruebe la nueva ley. Si se destina 
exclusivamente al Banco de Previsión Social, lo que se previó en la Ley de Reforma Tributaria ahora no 
va a tener fundamento legal. La historia jurídica que determinó ese gravamen, por el que el Presidente 
quiso ir mucho más atrás, se encuentra simplemente yendo a estas normas que mencionamos antes, o 
sea, el artículo 109 de la Ley N* 18.083 y el Decreto N* 324 de 2007. Atendiendo estas disposiciones, 
que son de este último tiempo, se llega a la conclusión de que es necesario mantener la posibilidad de 
que la Caja retenga los porcentajes correspondientes del nuevo Impuesto. Eso proviene de la Ley de 
1992, respecto al IRP, y de la Ley N* 18.083 respecto al IRPF, artículo 109, y del Decreto N* 324 de 
2007. A su vez, como dijo el doctor Herbert, el artículo 145 de la Ley N* 17.738 expresamente dice que 
la Caja compensará de las jubilaciones dadas a los Magistrados con destino a Rentas Generales. Si 
bien se utiliza el término “compensar”, la pregunta es qué es lo que va a compensar si la Caja no tiene 
nada para hacerlo. Entonces, para abonar esa jubilación especial a los Magistrados, tendrá que recibir 
algo. La Caja podría pagar una cierta parte si estos Magistrados hubieran tenido una actividad 
profesional libre, pero el resto corresponde a Rentas Generales, tal como lo establece el propio artículo 
145. Luego se agregan los derivados de la Ley N* 17.449 y la posterior, respecto a los profesionales 
universitarios que fueron afectados por el gobierno de facto. 


Por tanto, lo que quiere plantear la Caja de Profesionales es algo que va de suyo desde el 
punto de vista de la propia normativa de la Reforma Tributaria, porque esto se previó claramente en el 
artículo 109 de la Ley N? 18.083 y en el decreto reglamentario, pero ahora quedaría sin base. 


El proyecto de ley no especifica quiénes podrán ser agentes de retención porque eso lo 
determinará el Poder Ejecutivo, pero posiblemente nuestra Caja lo sea. Si eso sucede, nuestra 
institución hará las retenciones y las pasará a Rentas Generales, pero no podrá actuar en esa línea 
histórica que acabamos de explicar, por la cual un porcentaje quedaba en nuestra Caja. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quisiera saber cuál sería el monto de la compensación. 


SEÑOR HERBERT.- En realidad, eso fue reglamentado por el Decreto N* 324 del 2007, por el que se 
concreta lo establecido por el artículo 109 de la Ley  N” 18.083, la que establece que se considerará 
el promedio actualizado de los tres últimos años, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación. 
Destaco que estamos hablando de fines del año pasado y que, como decía el doctor Rotondo, esto 
sería la consecuencia absolutamente lógica de la historia de esta carga. 


SEÑOR ROTONDO.- El señor Senador Baráibar preguntaba acerca del monto, pero debo decir que 
sería necesario desglosarlo. Quiero aclarar que me enteré de que debía concurrir a la Comisión en la 
tarde de hoy muy sobre la hora y por eso honestamente tengo que pedir al Presidente de la Comisión 
que nos permitan enviar esta información por escrito. Tengo esos datos, pero honestamente no se me 
ocurrió traerlos. 


Respecto al artículo 145, debo decir que es algo relativamente importante y que lo que tiene 
que ver con los gobiernos de facto es poco relevante porque, por una propia reglamentación interna de 
la Caja, ésta había amparado y sigue amparando a las personas que se vieron afectadas. Lo 
mencionamos porque son pocos los casos involucrados -creo que son tres profesionales- y, además, 
nuestra institución no esperó que se dictara una ley y desde el año 1990, por su propia normativa, 
atendió a esas personas y no quedaron a cargo de Rentas Generales. Por tanto, reitero que no puedo 
dar cifras exactas, pero es necesario dejar en claro que aquí inciden tres factores. El de los 
Magistrados tiene relativa importancia; los afectados por el gobierno de facto son muy pocos -tal como 
dije antes, existe una normativa de nuestra Caja anterior a la Ley N* 17.449 y a la posterior que los 
amparó, y por eso no incide en Rentas Generales- y por tanto tienen menos importancia; esto último sí 
es de gran relevancia, por lo que prefiero no dar cifras de memoria, sino enviarlas por escrito. 


SEÑOR HERBERT.- Sin perjuicio de lo que acaba de expresar el doctor Rotondo, quiero aclarar que 
hay que tener en cuenta que estos recursos no van a financiar exclusivamente lo dispuesto por el 
artículo 145. Esto se hará por medio de las contribuciones indirectas de las que hablábamos 
anteriormente. Además, en modo alguno creo que esta reforma haya pretendido, voluntariamente al 
menos, hacerse de un pequeño recurso. Reitero, no creo que eso sea así porque sería como colocarle 
un impuesto a la Caja, lo cual no tiene mucho sentido. Y esto ha sido confirmado por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, ya que hicimos las consultas necesarias al Director Nacional de Seguridad 
Social, señor Roberto Baz, quien nos manifestó que para ellos el tema está absolutamente claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría aprovechar la presencia de los representantes de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, sobre todo teniendo en cuenta que hay 
expertos en Derecho Administrativo y de notoria versación en el ámbito del Derecho Público, para 
saber si la Caja ha analizado los temas de constitucionalidad del proyecto en general. ¿Tienen alguna 
posición en general o simplemente han analizado las repercusiones que el proyecto de ley tiene sobre 
los intereses específicos de la Caja? Al respecto hemos recibido asesoramiento de toda naturaleza, y 
quizás sería interesante conocer vuestra opinión al respecto. 


Por otra parte, quiero advertirles que la información que nos puedan hacer llegar, la remitan 
lo antes posible. 


SEÑOR HERBERT.- En la Caja no hemos llegado a hacer ese estudio, pero sí se tiene una posición 
política y es que, en lo posible, aquellas contribuciones que efectúan los propios afiliados a la Caja 
sean vertidas al sistema de seguridad social propio y no del Banco de Previsión Social. Lo lógico sería 
que si son contribuciones de afiliados a la Caja, éstas permanezcan en el sistema de seguridad social 
al cual pertenecen. Pero como habrán visto, nuestras pretensiones en este momento tienen que ver 
con la sobrevivencia de la Caja. No estoy diciendo que la Caja se vaya a morir de inmediato, pero no 
podemos seguir retaceando las contribuciones indirectas por estas vías. 


Es cierto que hice una cadena histórica, pero lo plantee porque alguien puede pensar que es 
una subvención que hace el Estado, cuando no es así. En determinado momento el Estado canceló un 
par de impuestos y los sustituyó; como no tenía con qué hacerlo, lo hizo con otro impuesto. Después 
decidió sustituir éste último y luego dijo que lo hacía con destino a Rentas Generales. Pero, repito, no 
es una subvención del Estado a la Caja, sino un recurso legítimo o una contribución indirecta. Incluso, 
estamos dando una solución jurídica al agregar, en el último párrafo, la expresión “sin perjuicio”. Con 
esto se soluciona este aspecto que, en lo personal, es absolutamente fundamental. 


SEÑOR ROTONDO.- Yendo al proyecto de ley al que hacía mención el señor Presidente del Directorio, 
en lugar de decir: “en aplicación del artículo 109”, creemos que sería mejor expresar: “de conformidad 
con el artículo 109”, porque no es “en aplicación” que lo estamos haciendo, sino en virtud de la nueva 
ley. En realidad, es una armonización de las dos leyes. Aclaro que no estoy en contra de la iniciativa, 
sino al contrario. Aquí se señala: “Con excepción de las sumas destinadas a la compensación que 
efectúa la Caja, en aplicación del artículo 109” pero, en realidad, debería expresar “de conformidad con 
el artículo 109”, porque lo vamos a seguir haciendo en virtud de la nueva ley, si es lo que se establece. 
O sea que ahora se hace en aplicación del artículo 109 y del Decreto N* 324 del año 2007. 


Con respecto a lo que expresó el señor Presidente, como funcionario de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios -no en calidad de docente de Derecho 
Público- debo decir que la Caja, como tal, plantea este tema, es decir -como lo hablamos entre 
nosotros- el “minimo minimorum” respecto a ésta. 


Si hay otros aspectos, la Caja como tal no los consideró. Aclaro que estoy hablando como 
integrante de la delegación de la Caja. Nosotros conocimos el proyecto el martes o miércoles pasado y 
el punto que analizamos primero es este, ya que como profesionales era nuestro deber plantearlo. 


Respecto al otro tema, podría tener opinión, pero preferiría no mezclar las cosas. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera hacer una pregunta que, en realidad, va más allá del planteo de la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


¿Ustedes tienen conocimiento de que este mecanismo de compensación que preveía el 
artículo 109 de la Ley N* 18.083, que ustedes plantean que sea mantenido en esta nueva ley, esté 
siendo aplicado a otros organismos u otras entidades? 


SEÑOR ROTONDO.- Según tengo entendido, de las tres cajas comúnmente conocidas como 
paraestatales, esta es la única que tiene ese gravamen, con la razón histórica en que insistió el doctor 
Herbert. Si bien, por ejemplo, la Caja Notarial también actúa como agente de retención, de todas 
maneras no fueron tocados sus recursos originarios. 


Tengo idea de que existen otras entidades, pero no son cajas paraestatales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los integrantes de la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios y los aportes brindados. 


(Se retira de Sala la delegación de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios) 


(Ingresa a Sala la delegación de ONAJPU) 


La Comisión de Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir a la Organización Nacional de 
Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del Uruguay para conocer su opinión sobre el proyecto de 
ley que crea el Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MUÑOZ.- Como Presidente de ONAJPU quiero expresar mi satisfacción por estar aquí y 
agradecer esta invitación, y estamos a la orden para contestar cualquier duda que podamos aclarar 
nosotros. 


En principio, el compañero Vicepresidente de la ONAJPU, Waldemar González, actuando 
como Secretario alterno -por ausencia del titular- les va a repartir nuestra posición con respecto a este 
tema y luego va a hacer uso de la palabra. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Antes de comenzar, agradecemos a la Comisión la invitación cursada. 


Hemos repartido una nota donde figura nuestra posición frente al nuevo Impuesto que se 
pretende crear, pero antes de referirme a ese punto, quiero precisar que somos una organización de 
segundo grado de nivel nacional y representamos a 140 asociaciones de jubilados y pensionistas de 
todo el país. En general, el punto de vista que tenemos en materia de impuestos es el que tomó el 
Congreso que realizamos en octubre. Por lo tanto, el criterio adoptado acerca del IRPF -que en ese 
momento era un proyecto de ley- fue el que se decidió allí. En esa oportunidad, nuestra posición fue 
apoyar la filosofía de la reforma fiscal en cuanto a que se gravara en relación a la disponibilidad de la 
gente. Es así que dividimos a la población en tres sectores: los que ganan más y pagan más, los que 
ganan menos y pagan menos, y los que no deben pagar nada porque tienen que ser ayudados por la 
sociedad. Esas son las tres franjas de ciudadanos responsables del país. 


¿Qué ocurrió luego? Se siguió discutiendo y el tema llegó a la Suprema Corte de Justicia. 
Ahora nos encontramos en esta situación injusta o irregular, por la cual algunos pagan y otros no y, 
entonces, se llega a esta solución. El 28 de abril tuvimos una reunión con el Presidente de la 
República en la que le planteamos, además de una serie de reclamos económicos y sociales, por lo 
menos cuatro aspectos en materia fiscal. El primer punto era subir el mínimo no imponible a 10 Bases 


de Prestaciones, lo que equivale a $ 17.750. El segundo planteo era eliminar lo que nosotros 
considerábamos una injusticia fiscal, que era que los jubilados que cobraban una jubilación de entre $ 
3.000 y $ 5.000 en Buenos Aires o en Porto Alegre pagaran el 12% por el Impuesto a los No 
Residentes. Como este impuesto no tenía mínimos no imponibles, se estaba generando una injusticia 
real y efectiva. Asimismo, le señalamos que desde tiempo atrás estábamos manejando que los 
impuestos que los jubilados pagábamos sobre nuestros ingresos debían volver a la Seguridad Social 
para mejorar el sistema y para favorecer a los que ganaban menos. Además, le indicamos que 
estábamos de acuerdo en mantener el criterio de que se gravara a la sociedad con más aportes a los 
ganaban más y con menos aportes a los que menos ganaban. 


Con respecto a este proyecto de ley queremos señalar que leímos el texto, lo discutimos, y 
en una resolución del día de hoy, el Consejo Directivo Nacional, reunido en sesión abierta -había 
alrededor de cien personas representantes de distintas asociaciones- llegó a la siguiente conclusión. El 
proyecto de ley lleva el mínimo no imponible de seis a ocho Bases de Prestaciones. Por lo tanto, si 
bien no se llega al nivel que se reclama, se obtuvo una mejora. Por su parte, el impuesto del 12% a los 
jubilados que cobran en el exterior -que nosotros considerábamos injusto- desaparece en este proyecto 
como materia imponible por lo que consideramos que nuestro reclamo se tuvo en cuenta. Asimismo, se 
destina al BPS la recaudación del impuesto como recurso genuino, con lo cual también se atiende 
nuestra aspiración. Además, no solamente se mantiene el criterio de que pague más el que gana más y 
menos el que gana menos, sino que con la escala nueva se mejora el perfil del IRPF y, por lo tanto, el 
87% de los jubilados no va a estar gravado por el impuesto. 


En resumen, nosotros seguimos manteniendo vigente el criterio de la resolución del 
Congreso Nacional por la cual consideramos que los jubilados y pensionistas somos ciudadanos del 
país y como tales debemos hacer el esfuerzo contributivo para el sostenimiento del sistema y su 
mejora. Aclaro que esta es una resolución de nuestro Congreso. 


Asimismo, no nos afiliamos a la tesis de que los jubilados no deben pagar nada porque no 
creemos que ningún sector de la sociedad debe estar exonerado solo por el hecho de pertenecer a ese 
sector. No nos gustan las exoneraciones por sectores; nos gustan las exoneraciones por razones 
concretas. Es por eso que consideramos que el ser jubilado no genera ningún derecho especial de no 
contribuir con el país. 


El 87% de los jubilados y pensionistas no va a pagar. No lo digo con alegría; nosotros 
tenemos la obligación de luchar para que algún día paguen todos -¡ojalá todos pudieran llegar a 
mínimos no imponibles!- no por el criterio de que sea bueno que paguen, sino porque son esas franjas 
que no deben pagar porque tienen que ser ayudadas! Además, este proyecto de ley incorpora algunas 
modificaciones que son de justicia, como la eliminación de ese impuesto a las transferencias al exterior, 
que gravaba a jubilaciones muy bajas, al tiempo que mejora el nivel de ingresos genuinos a la 
seguridad social. En ese sentido, sentimos que los pedidos que presentamos a la Presidencia de la 
República en materia fiscal han sido atendidos. 


Esta es la posición general de la ONAJPU. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay señores Senadores o integrantes de la delegación que deseen 
hacer uso de la palabra, les agradecemos la visita y tomamos en cuenta el memorándum que nos han 
entregado. 


No habiendo más asuntos para considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 12 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


